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COMUNIDAD AUTONOMA
DE ANDALUCIA

A todos los que la presente vieren,
Sabed: Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en

nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Constitu­
ción y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación
de la siguiente Ley:

11.2 Los productos se presentarán para su comercializaCión en
recipienJes integros, en perfectas condiCIOnes de higiene y limpieza,
cerrados herméticamente, y con un sistema de precinto que
garantice al usuario la no manipulación del producto con posterio­
ridad a su fabricación.

11.3 Los envases no podrán ser recuperables.

12. Etiquetado

En el etiquetado de los envases de los cuajos y otras enzimas
coagulantes de la leche dispuestos para su comercialización, debe­
rán figurar, expresados, al menos, en la lengua española oficial del
Estado, los datos que figuren en los apartados 8.3.1 y 8.3.2 del
artículo 8 del Real Decreto 3177/1983, de 16 de noviembre, I"'r el
que se aprueba la ReglamentacIón Técnico-Sanitaria de aditivos
alimentarios, con excepción de lo dispuesto en los apartados
8.3.1.1, 8.3.1.2, 8.3.1.7

1
8.3.1.8, 8.3.2.1, 8.3.2.2, 8.3.2.7 Y 8.3.2.8,

que se sustituirán por os siguientes:
- Denominación del producto: Se efectuará de conformidad

con lo dispuesto en el apartado S de la presente disposición.
- Composición eualitativa: Irá precedida del título oingredien­

teu y se mencionarán todos por orden decreciente de sus pesos en
el momento de su incorporación al proceso de fabricación.

Para el caso de los cuajos, en esta lista, cada enzima irá seguida
del porcentaje que indique su actividad coagulante (AC) con
respecto a la total de la preparación.

En el caso de utilizar aditivos será necesaria la designación del
grupo genérico y del nombre específico correspondiente. Dicho
nombre específico podrá sustituirse por su número de identifica­
ción.

- Identificación de la Empresa: Se hará constar el nombre o la
razón social o la denominación del fabricante, envasador o
vendedor, establecido en la Comunidad Económica Europea y, en
todo caso, su domicilio.

Cuando la comercialización de cuajos o de coagulantes se
realice bajo marca de un distribuidor, además de figurar su
nombre, razón social o denominación y domicilio, se incluirán los
de la industria elaboradora o su número de Registro Sanitario,
precedidos por la expresión «Fabricado por .....

- País de origen: Los productos importados, además de cumplir
lo establecido en este apanado, excepto la identificación del lote de
fabricación, deberán hacer constar en su etiquetado el país de
origen, salvo los procedentes de países pertenecientes a la Comuni-
dad Económica Europea. .

13. ~spectficaciones

Los productos alimenticios que se elaboren con destino exclu­
sivo para su exportación y no cumplan las disposiciones vigentes
para su comercialización, en el mercado interior, deberán estar
envasados y etiquetados de forma que se identifiquen como tales,
inequívocamente, para evitar su consumo en el mercado nacional.

14. Responsabilidades
14.1 La responsabilidad inherente ala identidad del producto

contenido en envases no abiertos e íntegros corresponde al fabri­
cante elaborador o imponador, en su caso.

14.2 La responsabilidad inherente a la identidad de los pro·
ductos contenidos en envases abiertos corresponde al tenedor de
los mismos.

14.3 Asimismo, corresponde al tenedor del producto la res­
ponsabilidad inherente a la mala conservación del mismo, estén en
envases abiertos o no.

7.2 Colorantes:

E-ISO Caramelo (excepto el obtenido mediante tratamiento con
amoníaco y sales amónicas). BPF para obtener la normali­
zación del producto.

En la elaboración de los productos en los que se utilicen cuajos
se aplicará el principio de transferencia, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 2.° del Real Decreto 3177/1983, de 16 de
noviembre, por el que se aprueba la Reglamentación T6cnico­
Sanitaria de aditivos alimentarios.

7.3 Agentes aromáticos:
Dosi& m.lxima ron tesP«1o

al productO terminado

Aceites esenciales BPF.

7.4 En la elaboración de los productos en los que se utilicen
CUl\ios y otras enzimas coagulantes de leche, se aplicará el principio
de transferencia, en particular de aquellos aditivos no contempla­
dos en las listas positivas de las normas específicas de acuerdo con
el articulo 2.° del Real Decreto 3177/1983, de 16 de noviembre, por
el que se aprueba la Reglamentación T6cnico-Sanitaria de aditivos
alimentarios.

8. Norma microbiológica y contaminantes
Los sÍJuientes niveles de contaminación relativos a la higiene

alimentana de estos productos han sido sancionados por la
Subsecretaría de Sanidad y Consumo. Este Ministerio, pre:vio
informe de la Comisión Interministerial para la Ordenación
Alimentaria. podrá modificar en cualquier momento la presente
relación de contaminantes, mediante la correspondiente Orden,
atendiendo a razones de salud pública.

8.1 Norma microbiológica:
Los productos contemplados en la presente norma deberán estar

exentos de microorganismos o toxinas peligrosas para la salud
pública y satisfacer a la siguiente norma microbiológica expresada
en colonias por mI o gramo según sea el producto üquido o de otra
forma fisica respectivamente.

- Recuento de colonias aerobias mesófilas. Máximo lo-'/s. o
mI.

- Enterobacteriaceae totales. Máximo IO/g. o mI.
- Escherichia coli. Máximo l/s. o mI.
- Salmonella/Shigella. Ausencia en 2S/$. o mi.
- Staphylococcus aureus enterotoxi$émco (biotipos: ~Nasa.

coagulasa y fosfatasa positivos). AusenCIa en I/g. o mI.
- Clostridium sulfito-reduetores. Máximo I/g. o mI.
- Mohos y levaduras. Máximo lO/g. o mI.

8.2 Contaminantes:
Las tolerancias de productos contaminantes y sustancias tóxicas

no deberán sobrepasar los límites contenidos en la legislación
vigente y, en su defecto, en las normas internacionales aceptadas
por el Estado español, que velará por su cumplimiento como
garante de las mismas, con la determinación y exigencia de
responsabilidades en ese punto por el órsano del Estado correspon­
diente.

9. Prohibiciones
Queda expresamente prohibido:

9.1 Que el contenido en cálcio iónico sea superior a 1.000
ppm.

9.2 La adición de cualquier producto que falsee su composi·
ción enzimática Y/o su poder coagulante.

9.3 La comercialización y uso de cualquier producto que se
destine a los mismos fines y no se ajuste a la presente norma.

9.4 La tenencia por la industria de aditivos alimentarios no
autorizados para alguno de los productos Que elabore dicha
industria.

lO. Higiene
10.1 El fabricante se responsabilizará de los controles de las

materias primas y aditivos empleados en la fabricación de cuajos
b.~:Ulantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 4.S.1 del Real

to 3177/1983, de 16 de noviembre, por el que se aprueba la
Reglamentación Técnico-Sanitaria de aditivos ahmentanos.

10.2 El fabricante se responsabilizará de los controles bigié­
nico-sanitarios necesarios en el proceso de fabricación para que
resulte un producto acabado que cumpla lo exigido en la presente
norma.

11. Envasado
. 11.1 El material empleado para los enva... podrá ser metá­

hco, de VIdriO, o de lJ~ ntaeTomolecular, pero siempre debe
encontrarse entre los autorizados para este fin por el MiDlsterio de
Sanidad y Consumo.

1154 LEY 11/1987, de 26 de diciembre, Reguladora de las
Relaciones entre la Comunidad Autónoma de Anda/u­
cia y las Diputaciones Provinciales de su Territorio.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
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EXPOSIClON DE MOTIVOS

La complejidad inherente al Estado de las autonomías introdu­
cidas en ei ordenamiento jurídico español por la Constitución de
1978 ha producido un amplio desarrollo simultáneo del principio
de cooordinación, que facilita la articulación entre los diversos
entes públicos territoriales. En esta pauta, el Estatuto de Autono­
mía, al regular la pr~vincia en su ~culo 4.°, ~stabl~e que la Junta
de AndaluCÍa coordmará la actuacIón de las DiputaCIones en lo que
se refiere a sus competencias específicas en materias de interés
general de la Comunidad, asf como que la apreciación de éste y de
las fórmulas de coordinación se establecerán mediante una Ley
aprobada por mayoria absoluta de SIl Parlamento y «en el marco
de lo que disponga la \esislación básica del Estad<»>, que quedó
plasmado en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, de
2 de abril de 1985. Su artículo 36, al fijar las competencias propias
de las Diputaciones, distingue, aparte de las mínimas expresamente
señaladas en el citado precepto. entre las que les atribuyan, en el
concepto de propias, las Leyes del Estado y las de las Comunidades
Autónomas. Por otra parte, el artículo siguiente declanl que éstas
podrán delegar competencias en las Diputaciones, así como enco­
mendar a éstas la gestión ordinaria de servicios propios en los
términos previstos en los Estatutos correspondientes. Finalmente,
y dentro del capitulo que esta Ley dedica a las relaciones interadmi·
nistrativas, el artículo '9, dedicado a la planificación sectorial,
posibilita, tanto a las Cones Generales como a los Parlamentos
autonómicos, a elaborar Leyes reguladoras de los distintos sectores
de la acción pública, para atribuir al Gobierno de la Nación O a los
respectivos Consejos de Gobierno la facultad de coordinar la
aCllvidad de la Administración Local «y, en especial, de las
Diputaciones Provinciales en el ejercicio de sus competencias-.
Como consecuencia y concreción de las normas habilitantes
mencionadas, esta Ley viene a sentar las bases exigidas por el
principio constitucional de coordinación que faciliten la superación
del carácter exclusivamente provincial de determinados fines, sin
perder de vista en ningún momento el debido respeto por la
autonomía provincial, constitucionalmente asegurada.

En este contexto naoe la presente Ley, reguladora de las
relaciones entre la Comunidad Autónoma de Andalucía 'Y las
Diputaciones Provinciales de su territorio, con el objetivo pnmor­
dial de fijar las competencias de las mismas, asi como de establecer
las relaCIOnes interadministrativas entre ambas Administraciones
públicas, sin perjuicio de lo que dispongan las futuras Leyes del
Parlamento de Andalucía reguladoras de los distintos sectores de la
acción pública, utilizándose las técnicas diseñadas por la Ley
Re~uladora de las Bases de Régimen Local, tanto en el plano de la
ar\Iculación competencial como en el de las relaciones interadmi·
nistrativas.

Así, el. título preliminar recoge el objeto de esta Ley, que no es
otro que el de delimitar el ámbito de las competencias de las
Diputaciones Provinciales, teniendo en cuenta, para ello, la rela·
ción entre intereses locales y supralocales en asuntos vinculados a
la provincia., respetando la autonomía que, para la gestión de sus
intereses, la Constitución le garantiza y con el fin primordial de
evitar duplicidades, inteñerencias y conflictos administrativos en el
seno de la Comumdad Autónoma.

Dentro del marco jurídico de las relaciones interadministrativas
y sobre la base de la presencia de intereses sustantivos regionales,
se prevé en este título preliminar la coordinación de competencias
propias de las Diputaciones Provinciales por la Junta de Andalucía,
sin que tal coordinación suponga sustracción o menoscabo de las
competencias de las Entidades coordinadas.

Como ha señalado el Tribunal Constitucional, la coordinación
debe ser entendida como «1a fijación de medios y de sistemas de
relación que hagan posible la información reciproca, la homogenei­
dad técnica en detenninados aspectos y la acción conjunta» de las
Administraciones coordinadora y coordinada en el ejercicio de sus
respectivas competencias, para lograr «la integración de actos
parciales en la globalidad del sistema»} integración que la coordina­
ción persigue J?3la evitar contradiCCiones y reducir disfunciones
que, de subsistir, impedirían o dificultarían el funcionamiento del
mismo.

Utilizando la terminología y elespiritu de la Ley Reguladora de
las Bases del Régimen Local, el titulo [ desarrolla las competencias
propias de las Diputaciones Provinciales en tomo a la solidaridad
IOtermunicipal en el ámbito provincial. Asf, se prevé la cobertura
de insuficiencias y deficiencias de las Entidades Locales, preferente­
mente con población inferior a 20.000 habitantes, se garantiza una
calidad mínima de los servicios locales y se reconoce el papel de las
Diputaciones Provinciales en la cooperación a las obras y servicios
munidpales.

En todo caso, se reitera el principio formulado en el número 5
del artículo 4.° del Estatuto de Autonomía para Andalucía, de que
la Comunidad Autónoma coordina los planes provinciales de
cooperación a las obras y servicios de competencia municipal.

El capítulo que regula los servicios supramunicipales deslinda la
competencia de las Diputaciones Provinciales en esta materia, de
la que pueda corresponder a los municipios mediante procedimien­
tos asociativos o de mancomuDación, estableciéndose la técnica del
convenio o acuerdos interadministrativos como instrumento útil
de colaboración.

Finalmente, quedan sujetas al régimen juridíco de las compe­
tencias propias las que se atribuyen a las Diputaciones Provinciales
en el capítulo IV de este mismo título en materia de cultura,
deportes y turismo, no cerrándose el proceso de atribución comJl."­
tendal con esta Ley, sino, al contrario, concibiendo la delimitación
de competenciu como evolutiva, por lo que futuras Leyes del
Parlamento de Andalucía podrán atribuir competencias sobre los
diferentes sectores de la acción pública.

El título II señala diversas materias que, siendo competencia de
la Comunidad Autónoma según su Estatuto de Autonomía, hasta
el momento han sido ejecutadas por las Diputaciones Provinciales,
asumiéndolas la Junta de Andalucía en virtud de la presente Ley,

,incidiéndose de esta forma sobre el régimen provisional establecido
en la disposición transitoria segunda de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases de Régimen LocaL

Por otra parte, la asunción de estas competencias por la
Comunidad Autónoma no supondrá una concentración territorial
en su gestión, que se efectuará de forma desconcentrada.

La técnica de la delegación es regulada por el título 11I, más
como instrumento de colaboración entre las distintas Administra.
ciones que como mecanismo de transmisión de competencias entre
eUas, resultando particularmente en UD sistema de administración
compartida un instrumento de primer orden que permite ampliar
el ámbito competencial de los entes locales.

En el título IV se crea el Consejo Andaluz de Provincias, órgano
de colaboración de carácter deliberante y consultivo entre la
Administración autonómica y- la provincial, concebido como
órgano de participación de las Administraciones públicas implica­
das en todos los asuntos en los que convergen intereses sustantivos
locales y regionales.

Con ello se establece una fórmula ambiciosa, "9uíparable a las
recogidas en el ordenamiento comparado, medIante la 'le se
asegura, a través del Consejo Andaluz de Provincias, la partlcipa.
ción de las Corporaciones Locales en el proceso de elaboración, por
el Consejo de Gobierno, de los Proyectos de Ley y de Decreto
reguladores de los distiutos sectores de la aociÓn pública que
afecten al ámbito de la Administración provincial.

En definitiva., esta Ley, inspirada en los principios de la Ley
7/1985, de 2 de abril. Reguladora de las Bases del Régimen Local,
recoge los instrumentos juridicos que posibilitan una eficaz distri­
bución de las competencias en ellas reguladas.

TITULO PREUMINAR

Consideraciones generales

Artículo l.. Constituye el objeto de la presente Ley delimitar
las competencias de las Diputaciones Provinciales de Almeria,
Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla, as! como
establecer las relaciones interadminístrativas entre aquéllas y la
Administración de la Comunidad Autónoma, en atención al
conjunto de sus inte~. confonn~ a los p~n~ipios de efi~a,
economía, descentrahzaclOn y máxlrDa proXimIdad de la gestIón
administrativa a los ciudadanos. sin perjuicio de lo Que dispongan
las Leyes del Parlamento de Andalucía reguladoras de los distintos
sectores de la acción pública. y respetando en todo caso el Estatu~o
de Autonomía para Andalucía y la Ley 7/1985, de 2 de abnl,
Reguladora de las Bases del Régimen LocaL

ArI. 2.· La Administración de la Comunídad Autónoma Ylas
Diputaciones Provinciales de su territorio ajustarán sus relaciones
reciprocas a los principios de eficacia, descentralización, infon:na.
ción mutua, coordinación, colaboración y respeto a los ámbitos
competenciales respectivos.

Art. 3.° Las Diputaciones Provinciales andaluzas gozan de
autonomía plena para la gestión de sus intereses y administración
de sus recursos. Y ostentan la representación de sus respectivas
provincias en los términos previstos en la Constitución Española,
el Estatuto de Autonomía para Andalucía y la Ley de Bases del
Régimen Local,

Art. 4.° Sin perjuicio de la autonomía de las Diputaciones
Provinciales para el ejercicio de sus funciones propias, y dentro de
los límites y condiciones establecidos por el Estatuto de Autonomía
de Andalucía y la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local,
la Junta de Andalucía, a través de su Consejo de Gobierno, podrá
fijar, previa consulta con las Diputaciones, las directrices que
presidan la coordinación de competencias en cada sector de la
acción pública, en materias de interés general para la Comunidad
Autónoma de AndaluCÍa.
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TITUW PRIMERO

De las competenelas propias de las Diputaciones Provincia­
les. PrIncipios IJenerales

Art. S.O Son competencias propias de las Diputaciones Provin­
ciales las que les atribuyan en este concepto la presente Ley u otras
posteriores, confonne a las resJ.as y los principios enunciados tanto
en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local, como en el Estatuto de Autonomía para Andalucia,
y en todo caso:

"0 La cooperación y coordinación de los servicios municipa­
les para prantizar la pmtación int"frBI y adecuada en la totalidad
del territorio provincial de los serviCIOS de competencia municipal.

2.° La asistencia y la cooperación jur1dica, económica y
técnica a los municipios, especialmente los de menor capacidad
económica y de gestión.

3.° La pmtación de servicios públicos de carácter supramuni­
cipalJ, en su caso, supracomarcal.

4. En general, el fomento y la administración de los intereses
peculiam de la provincia.

CAPITUW PRIMERO

DE LA COOPERACiÓN Y COORDINACiÓN A LOS SERVICIOS
MUNICIPALES

Art. 6.0 Las Diputaciones coordinan, en el ámbito de su
territorio, los serviClos municipales para garantizar su efectiva
prestación, cooperando con las Entidades locales, preferentemente
con pobtación inferior a 20.000 habitantes, cuando la falta de
recursos o insuficiente capacidad de gestión impida la adecuada
pmtación de los servicios municipales obligatorios establecidos en
la Ley ~ladora de las Bases del Régimen Local.

Art. 7. La Comunidad Autónoma asegura en su territorio la
coordinación de los planes provinciales de cooperación a las obras
y servicios de competencia municipal.

Dicha coordinación sen! realizada, en el marco de lo establecido
en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, por la lunta
de Andalucia que aquellas materias de interés general para la
Comunidad Autónoma, mediante la definición de objetivos y la
determinación de las prioridades que deben tener en cuenta las
Diputaciones Provinciales en la elaboración o aprobación de sus
planes res~vos.

En la fijación de dichos objetivos y prioridades participarán las
Diputaciones Provinciales andaluzas.

Art. 8.° La cooperación económica de la Comunidad Autó­
noma con las Entidades locales con población inferior a 20.000
habitantes, destinada a los servicios de alumbrado público, cemen­
terio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento domici·
liario de asua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de
población, pavimentación de las vias públicas, control de alimentos
y bebidas, parque público biblio\eca pública, mercado y trata­
miento de residuos, se efectuará a través de las Diputaciones
Provinciales mediante aportaciones a los planes provIDaales de
cooperación a las obras y servicios de competencia municipal.

Igualmente, para estas Entidades locales, el Gobierno andaluz
podrá canalizar, a trav6s de las Diputaciones Provinciales, los
pro¡¡ramas, ayudas y subvenciones dIrigidas al establecimiento o
mejora de otros servicios de competenc18 municipal.

No obstante, cuando se establezcan programas coordinados o
convenios de colaboración con las Entidades locales con población
inferior a 20.000 habitantes, relativos a los servicios municipales de
protección civil, extinción de incendios, protección del medio
ambiente, defensa del usuario, protección de la salubridad pública
y prestación de servicios sociales, la ejecución de los mismos se
efectuará a través de las Diputaciones Provinciales.

Dichas aportaciones podrán sujetarse a detenninados criterios y
condiciones en su utilización o empleo.

Art. 9.° De los programas de cooperación económica de las
Diputaciones Provinciales en servicios no obligatorios tendrá
conocimiento previo el Consejo de Gobierno de la Comunidad
Autónoma para una adecuada coordinación de las inversiones
públicas en Andalucía.

Asimismo, la lunta de Andalucía coordinará con las Dipu­
taciones los programas, ayudas r subvenciones diripdas al estable­
cimiento o mejora de otros servicios de competenCUl municipal no
obligatorios.

CAPITUWn

AsISTENCIA JUatDICA, ECONÓMICA y TéCNICA

Art. 10. Las Diputaciones Provinciales prestarán servicios de
asistencia jurídica, económico-tributaria y técnica a los Ayunta­
mientos de Andalucía, preferentemente a los municipios con

población inferior a 20.000 habitantes, en los términos de la
presente Ley.

An 11. La asistencia jurídica a los municipios se prestará por
la respectiva Diputación Provincial a través de los servicios que a
tal efecto sean creados, debiendo consistir básicamente en:

a) Informar y asesorar cuantas consultas de carácter jurídico
le sean hechas por los Ayuntamientos a través de sus órganos de
gobierno, sin perjuicio de la existencia de servicios regulares de
asesoramiento para aquellos municipios con deficiente capacidad
gestora.

b) Formación jurídiC().8dministrativa de los miembros y pero
sonal de las Corporaciones locales, así como su perfeccionamIento.

c) Defensa y, en su caso, representación enjuicio de los Entes
locales cuando así sea solicitada por aquéllos, correspondiendo la
misma a los letrados que sirvan en los servicios jurídicos de la
respectiva Diputación Provincial.

d) Asistir a aquellos municipios o Entidades locales Que
carezcan de la infraestructura sufiCiente para sostener el puesto de
trabajo a que se refiere el articulo 92.3, a), de la Ley 7/1985, de 2
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Art. 12. La asistencia econ6mico--financiera a los municipios
se prestará por la respectiva Diputación Provincial en los siguientes
términos:

a) Información en cuantos asuntos les sean sometidos sobre la
gestión económico--financiera de los Ayuntamientos.

b) Instrucción de los miembros y personal de las Corporacio­
nes locales en materia de aestión económiC()o.finaneiera.

e) Realización de auditorías cuando sean solicitadas por los
Ayuntamientos respectivos.

d) Cesión temporal de uso de material a aquellos municipios
con lDsuficiencia notoria de recursos.

Art. 13. Las Diputaciones Provinciales, a través de los conve­
nios que a tal efecto se suscriban, prestarán el servicio de
recaudación en periodo voluntario y/o por vía de apremio a todos
los municipios de su territorio que ex~resamente lo soliciten.

Art. 14. Las Diputaciones ProvinCiales suplirán 't completarán
con su asistencia técnica la actuación de los municipIOS, mediante:

a) La elaboración de estudios, proyectos y dirección, en su
caso, relativos a la realización de obras, prestación de servicios.
explotación de bienes o cualquier otra actividad propia de las
Entidades locales.

b) El asesoramiento e impulso de las medidas y actividades
tendentes a mejorar la organización administrativa de los Ayunta­
mientos para la debida prestación de los servicios que tienen
encomendados, con especIal atención a los sistemas de trabajo y
mecanización de tareas.

e) La asistencia en materia de planeamiento, gestión y disci­
plina urbanística, que se instrumentará mediante la suscripción de
convenios de colaboración con la Comunidad Autónoma o con los
Ayuntamientos.

CAPITUW III

DE LOS SERVICIOS SUPRAMUNICIPALES

Art. 15. La prestación de los servicios de carácter supramuni­
cipal o, en su caso, supracomarcal, es competencia de las Dipu­
taciones Provinciales.

A los efectos de esta Ley, se consideran servicios públicos de
carácter supramunicipal aquellos que siendo competencia de los
municipios, se desarrOllen por imperativo legal en un ámbito
superior al municipal o encuentren su organización más idónea en
dicho ámbito y, en especial, los de recogida, tratamiento y
aprovechamiento de residuos sólidos, ciclo hidráulico, mataderos,
extinción de incendios y transpones de viajeros.

Las Diputaciones ProvinCIales podrán prestar servICIOS de
carácter supramunicipal mientras que los Ayuntamientos respecti·
vos no los estén prestando.

Art. 16. La pmtación de los servicios de carácter supramuni­
cipal podrá efectuarse:

a) A través de los servicios de las Diputaciones Provinciales
por si o mediante cualquier otra forma de gestión directa o
mdirecta.

b) Mediante Jos consorcios" convenios que a tal efecto
suscriban las Diputaciones con Ayuntamientos y mancomunida·
des.

c) En colaboración con la lunta de Andalucía en cualquiera de
las formas contempladas en los apartados al y b~
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Art. 17. La Junta de Andalucía. cuando participe en la
prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal. podrá
coordinar dicha gestión, correspondiéndole:

a) La elaboración de los planes territoriales de prestación del
servicio.

b) La formación especializada del personal.
c) La homologación de medios.
d) La supervisión del servicio.

En todo caso, la actuación supraprovincial será coordinada y
dirigida por la Junta de Andalucía.

An. 18. Los planes provinciales de cooperación a las obras y
servicios de competencia municipal podrán incluir los gastos de
inversión en servicios de carácter supramuncipal. El manteni·
miento de los mismos podrá corresponder a los Ayuntamientos. a
las Diputaciones y a la Junta de Andalucía en la proporción que se
determine.

CAPlTUW IV

DE LA ATRIBUCiÓN DE COMPETÉNCIAS A LAS DIPUTACIONES
PROVINCIALES

Art. 19. Son competencias propias de las Diputaciones Provi­
ciales. además de las establecidas con anterioridad en la presente
Ley. las previstas en este capítulo, así como las que les atribuya en
tal concepto la Comunidad Autónoma de AndaluCÍa en el ejercicio
de su potestad legislativa sobre los diferentes sectores de la acción
públi<:a.

El ejercicio de dichas competencias se efectuará por las Dipu­
taciones Provinciales en régimen de autonomía. respetando, en
todo caso, los principios enunciados en el título preliminar de la
presente Ley.

An. 20. En materia de cultura, son cometencias de las
Diputaciones Provinciales las siguientes:

al La $estión de los archivos de titularidad provincial.
b) La Iniciativa en la creación y mantenimiento de museos e

instituciones culturales con marcado interés provincial,
e) La ejecución de las inversiones en nuevas bibliotecas e

infraestructura cultural, sin perjuicio de que su planificación se
efectúe conjuntamente con la Comunidad Autónoma, de acuerdo
con los principios y criterios que establezca la Junta de Andaiucía.

d) La edición y divulgación de las publicaciones de interés
provincial.

e) La animación y promoción.

Se atribuye a las Diputaciones Proviciales la prestación subsi­
diaria de la municipal en materia de animación y promoción
cultural en los municipios menores de 20.000 habitantes.

En los municipios de más de 20.000 habitantes, la competencia
será ejercida en régimen de coordinación entre la Diputación
Provincial correspondiente, los Ayuntamientos y la Junta de
Andalucía. •

Art. 21. En materia de deporte, son competencias de las
Diputacíones Provinciales las siguientes:

a) Plan de instalaciones deponivas:

Corresponde a las Diputaciones Provinciales la ejecución y
gestión del plan de instalaciones deportivas Que la Comunidad
Autónoma elaborará anualmente, en colahoración con las Dipu­
tacíones Provinciales, de acuerdo con los criterios que establezca el
Consejo de Gobierno.

Dicho plan se financiará con fondos procedentes de los Presu­
puestos Generales de la Comunidad Autónoma y aportaciones de
las Diputaciones y Ayuntamientos en la proporción Que reglamen­
tariamente se determine.

b) Animación y promoción deportiva:

La competencia de las Diputaciones Provinciales en materia de
animación y promoción deportiva será subsidiaria de la muncipal
y siempre que la misma tenga carácter intermunicipaL

En todo caso. corresponderá a la Junta de Andalucía cuando se
trate de proaramas de ámbito superior al provincial.

Art. 22. En materia de turismo, las Diputaciones Provinciales
podrán promocionar los rocu...,., zonas o fiestas de especial interés
para la provincia y participar, a través de los Entes territoriales de
promoción turística, en el fomento turístico general.

La composición, funciones y financiación de dichas entidades
será regulada por Ley de la Comunidad Autónoma de AndalUCÍa.

Art. 23. Las atribuciones de competencias a las Diputaciones
Provinciales comportará el correspondiente traspaso de servicios y
medios personales, económicos. materiales y patrimoniales.

T1TUWD

De la asuncl6D de competeDclaa por la ComuDldad
Aut6Doma de ADdaluda

Art. 24. Es competencia propia de la Junta de Andalucia la
gestión de todas aquellas materias que, correspondiendo con este
carácter a la Comunidad Autónoma seg1ln su Estatuto de Autono­
mía, no ge reconozcan o atribuyan en 1& presente Ley u otras
posteriores a las Diputaciones Provinciales de Andalucía.

Art 25. Todas las competencias que, conforme a la legislación
sectorial vigente. venían desempeñándose por las Diputaciones
Provinciales en las materias que en este titulo se relacionan, se
asumen en virtud de esta Ley por la Comunidad Autónoma de
Andalucía, sin perjuicio de las delegaciones '1ue, para mejorar la
eficacia de la gestión de los servicios públicos, y en materias
directamente relacionadas con sus competencias propias, se esta­
blecen a favor de las Diputaciones. Provinciales en el titulo ni de
la presente Ley o en disposiciones posteriores.

Art 26. A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, y
sin perjuicio del fomento de los intereses peculiares de la provincia.
la Comunidad Autónoma de Andalucía ticne competencia exclu­
siva sobre las siguientes materias:

l. Economía. industria y comercio.
2. Agricultura, flnadería y pesca.
3. Carreteras, VIviendas y transportes.
4. Salud.
S. Servidos sociales.

Art.27. La asunción de competencias por parte de la Comuni­
dad Autónoma exige el co~pondiente traspaso de servicios y
medios personales, económicos, materiales y patrimoniales.

Art. 28. El ejercicio por la Comunidad Autónoma de Andalu­
cía de las funciones tranferidas en virtud de esta Ley no supondrá
en ningún caso una concentración territorial de la gestión de dichos
servicios, que se efectuará de forma desconcentrada.

TITULO III

De la delegación de competencias

CAPITULO PRIMERO

BASES GENERALES DE LA DELEGACiÓN

Art. 29. 1. La delegación de coml"'tencias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía a las DiputaCIones Proviciales que inte­
g¡:an su -territorio se efectúa de acuerdo con los prinCIpios de
eficacia y descentralización y se somete su- ejercicio a las normas
estahlectdas en la legislación básica del Estado ya lo que dispone
la presente Ley.

2. La del~ón del ejercicio de las funciones que se relacio­
nan en el capl\u1o II del presente titulo se realiza a todas las
Diputaciones Provinciales con carácter general.

Art. 30. Las Diputaciones Provinciales deberán, respecto de la
gestión de las competencias que asumen por delegación:

1. Cumplir los programas y directrices que, a tal efecto,
elabore la Comunidad Autónoma.

2. Facilitar toda información que sea solicitada por la Admi­
nistración delegante.

3. Atender a los requerimientos que la Administración del­
gante haga para la subsanación de las deficiencias observadas.

Art. 31. La Administración de la Comunidad Autónoma
podrá supervisar el ejercicio de las competencias delegadas y enviar
comisionados a las Diputaciones Provinciales, a fin de comprobar
el nivel de eficacia en el desempedo de los servicios delegados.

Art. 32. Previo infonne de los comisionados para el segui­
miento del ejercicio de las competencias delegadas en las Dipu­
taciones Provinciales, y en el supuesto de incumplimiento por parte
de las mismas de las directrices, denegación de las informllClones
solicitad.. o inobservancia de los requerimientos formulados, la
Administración autonómica. previa advertencia formal a la Enti­
dad local, podrá revocar la delegación y, en su caso, ejecutar por si
misma la competencia delegada en sustitución de la Diputación
Provincial. En este último supuesto, las órdenes de la Administra­
ción de la Comunidad Autónoma serán vinculantes para todos los
agentes que gestionen el servicio de que se trate.

Las Diputaciones Provinciales serán oídas en todo caso antes de
que se tome acuerdo por la Administración autonómica.

Art. 33. Por razones de iDteres público debidamente justifica­
das, el Parlamento de la Comunidad Autónoma podrá declal'll!"
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extinguida la delepci6n, revisar su contenido o revocar el ejercicio
de las competenCllls que han sido delegadas.

Art. 34. La Comunidad Autónoma se reserva la potestad
reglamentaria sobre las materias objeto de ~el~ción, que. c:n
ningún caso podrá afectar ~ la potesta':' dC? organrzaclón del servlClO
de las respectivas DiputacIOnes ProvIDclales.

.Art. 3S. Las ~mpetencias que, en virtu4 de e~ta Ley o .de
. disposiciones postenores,Je deleguen en las DiputacIOnes Provm­

ciales DO podrán ser objeto de ulterior delegación sin autorizacion
de la Junta de Andalucía. .

Arto 36. Las resoluciones que las Diputaciones Provinciales
adopten en el ejercicio de las compete~cias delegadas po~ la
Comunidad Autónoma podrán ser recumdas ante el Consejero
competente por razón de la materia.

Art. 37. La Administración autonómica podrá promover la
revisión de oficio de los actos que emanen de los órganos
competentes de la Diputación Provincial respecto a las competen­
cias delegadas, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.

Art. 38. La delegación de competencias comportará, en su
caso, la transferencia de Jos correspondientes medios personales,
económicos y materiales.

Art.. 39. La delegación de las ~mpeu:ncias .Que se,c~~templan
en este título tendrán duración Indefimda, SID perjUICIO de lo
dispuesto en el artículo 33 de esta Ley.

CAPITULO IJ

DE LAS COMPETENCIAS ATRIBUIDAS POR DELEGACiÓN

Art. 40. La Comunidad Autónoma atribuye por delegación, a
las Diputaciones Provinciales integradas en su territorio, el ejerci­
cio de las funciones y servicios en las materias relacionadas en este
capítulo.

Art.41. Se delega en las Diputaciones Provinciales el manteni­
miento. conservación y mejora de.la Rt;d Andal~ ~e Carreteras,
en la que se integran las vías de utulandad provIDc181 y las de la
Comunidad Autónoma. excepto aquella parte de la red que por Ley
sea declarada de especial interés para la Comunidad.

La planificación. programación, obra nueva y construcción de
la Red Andaluza de Carreteras es competencia de la Junta de
Andalucía.

Art. 42. En materia de servicios sociales se delega en las
Diputaciones Provinciales:

a) La gestión de los centros y establ~~ientos de ~icios
sociales especializados de ámbito supramumClpal o provlncul}..

b) La coordinación y gestión de los centros ~~ serv~CIOS
sociales comunitarios así como de los centros de serviCIOS SOCiales
especiaIizados de ámbito local, en los m~,\icipios de hasta 20.000
habitantes, y los de ámbllo supramunlclpa) de acuerdo a los
principios y criterios generales establecidos por la Junta de Andalu·
cía en esta materia. . .

c) La ejecución y gestión de los pr~mas de serviCIOS
sociales y prestaciones CC9nómicas que pudlef!!.encomendarles el
Consejo de Gobierno, en el marco de las preVISIOnes del presente
título.

Corresponderá la gestión a la Junta de Andalucía cuando el
censo de población afectado o las caracterjstJ~s del servICIO
requiera su prestación con carácter supraprovlDclal.

TITUWIV

Del Consejo Andaluz de Provineias, 6rgano de colabo­
ci6n entre la Comunidad Autónoma y las Dipntaciones

Provinciales

Art. 43. 1. El Consejo Andaluz de Provincias es el órgano
pennanente de coordinación y colaboración. así como de delibera­
ción y acuerdo, entre la Administración autonómica y las Dipu­
taciones Provinciales de Andalucía.

2. El Consejo Andaluz de Provincias estará compuesto. bajo la
presidencia del Presidente de la Junta de Andalucía, y en su
defecto, del Consejero responsable de las relaciones con las
Corporaciones locales, por los Presidentes de las ocho Diputaciones
andaluzas, e idéntico número de representantes de la Administra­
ción autonómica nombrados por el Consejo de Gobierno.

3. El Consejo Andaluz de Provincias adopta~ sus acuerdos
por consenso entre los representantes de la Comurudad Autónoma
y de las Diputaciones Provinciales.

El voto separado de cada representación resultará del voto de la

mayoría absoluta de sus miembros. quedando las posiciones de la
minoría reflejadas en aeta.

4. El Consejo Andaluz de Provincias elaborará su propio
reglamento de funcionamiento. - .

Art. 44. Son cometidos del Consejo Andaluz de Provincias:

a) Conocer e informar los anteproyectos de Ley y proyectos de
Decreto reguladores ~e los distintos ~ores de la acci~n. públ.ica
que afecten al ámbito de competencta de la AdmInistración
provincial.

b) Elaborar las propuestas d~ objetívos y prioridades .de los
planes provinCiales de cooperaCIón a las obras r servICIOS de
competencia municipal, que serán elevadas a Consejo de
Gobierno.

e) El seguimiento de la ej~~ción de los plan~ provi~c~ales de
cooperación a las obras y servICIOS de competenCia munICIpal.

d) Conocer e i.nf~rmar sobre la cooperación ~n6mi~ ~e las
Diputaciones Prov1Dclales en programas de serviCIOS munICIpales
no obligatorios.

e) Informar la fijación de los principios y criterios rectores del
plan de bibliotecas.

t) Informar la determinación de los principios y criterios bases
del plan de instalaciones deportivas. . . . '

g) Ser oído en los supuestos .de revocacl(~n ,Y ejecución
subsidiaria contemplados en el articulo 33 y siguientes de la
presente Ley.

h) Conocer e informar sobre la determinación de los intereses
peculiares de la provincia. . , .

i) Ser oído en la elaboraCión de los planes de conservaclon de
carreteras.

Art. 45. El Consejo Andaluz de Provincias será el órgano
competente para el conoo!Jliento y delibera~ión de los confl,lctos de
intereses que puedan susclta~ en las relaCIOnes que m~ntlen~n la
Administración de la ComuDldad Autónoma y las DiputaCIones
Provinciales de Andalucía.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-A los efectos de lo dispuesto en los anícuJos 23, 27 Y
28 de esta Ley, se constituirá una Comisión Mixta de Transferen·
cias, en la que estarán paritariamente representadas la Junta de
AndaluCÍa y las DiputaCIOnes Provinciales.

Segunda.-euando, como consecuencia de la atribución o asun·
cíón de competencias previstas en los títulos l. II y III de esta Ley.
se efectúen traspasos de medios personales, económiCOS, matenales

,y patrimoniales, serán de aplicación las siguientes reglas:

1.8 La valoración de los medios financieros correspondient~s
a cada servicio transferido se fijará inicialmente en una cuanUa
igual al coste efectivo del mismo, que será actualizado anualmente.
Los recursos económicos determinados según esta valoración serán
traspasados desde la Entidad que transfiera la competencia a la
receptora de la misma, y tendrán la consideración de recursos

. propios de esta última.
2.a En el plazo de cinco años desde la finalizacíón del proceso

de redistribUCIón de competencias se establecerá una fórmula de
financiación definitiva acorde con lo que disponga la Ley de
Financiación de las Corporaciones Locales y la Ley de Financiación
de la Comunidad Autónoma.

Tercera.-La Comisión Mixta de Transferencias remiti~ sus
acuerdos aJ Consejo Andaluz de Provincias, para su conocimiento
e informe posteriormente se elevarán al Consejo de Gobierno, que
los aprobará mediante Decreto.

Cuana.-La Comisión Mixta de Transferencias regulará el pro-­
ceso el tiempo y las condiciones de los traspasos de servicios entre
la Administración autonómica y las Diputaciones, determinando,
en su caso. el correspondiente traspaso de medios personaJes,
patrimoniales. materiales y eco~ómicos n~rio~;

Quinta.-Las normas establecIdas por la leglslaclOn del Estado se
aplicarán subsidiariamente en todo lo no preVisto en esta Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORJAS

Primera.-Hasta tanto no se desarroUe lo previsto en la disposi·
ción adicional tercera de la Ley 6/1985 de la Comunidad Autó­
noma, las Diputaciones continuarán prestando servicios educativos
en los centros de su titularidad, suscribiendo para ello con la
Consejería de Educación y Ciencia los convenios previstos en )a
disposición adicional segunda de la WDE. En todo caso, la
planificación de la enseñanza en los mismos corresponde a la
Consejería de Educación y Ciencia. El personal adscrito a estos
servicIOS educativos seguirá dependiendo de sus respectivas Dipu·
taciones.
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El Consejero de Gobernación;
ENRIQUE LINDE ClRUIANO

Segunda.-l. A los funcionarios q_ en el marco de lo
dispuesto en esta Ley, y como consecuencia de la redistribución de
competencias ylo delepoon de las misma. enm la Administración
autonómica y la Admtnistración Lócal, pasen a prestar servicios de
una Administracion pública a la otra, se les respetará, en todo caso
el grupo del cuerpo o escala de procedencia. así como los derecho~
económicos inherentes al grado personal Que tuviesen consolida­
dos.

2. Los funcionarios transteridós permanecerán, por lo que se
refiere a su cuerpo y escala de la Administración dcorigcn, en una
situación administrativa especial de servicios, que les perinita
mantener respecto de ellos todos sus derechos como si se hallaran
en servicio activo, de acuerdo con ló establecido en la legislación
básica del Estado y la Ley 6/1985, de 28 de noviembre. de
Ordenación de la Función Pública de la Junta de AndaIucia.

Tercera.-Al mes siguiente de la entrada en vil!Ol' de esta Ley. el
Consejo de Gobierno aprobaJá el Reglamento deOrganizacion y
FunCionamiento del Consejo Andaluz de ProvinCIU.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan den>gadas cuantas nonnas de igual O inferior rango
incurran en oposición. contradicción o incompatibilidad con las
disposiciones de eslll Ley.

DlSPOSICION FINAL

. Se aDloriza. al Consejo de Gobierno para que diete las disposi.
CIODeS neeesanas para el desarmUo y aplicación de esta Ley.

Sevilla, 26 de diciembre de 1987.
JOSE RODRIGUE?:

DE LA BORBOLLA CAMOYAN,
Presidente de la Junta de Anda!ucfa

(PlIbIiaJtJa ", « .1IoIdúI OJit:jllfl th /11 Jwmo • AIIdtJlJv:iwf mlmno lfJ&. de 30 de
tJir:t~d, /987)


